CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

Consejera Ponente: MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO

Bogotá D.C.,  nueve (9) de febrero de dos mil doce (2012).

Ref.: Expediente 2008-00256-00

AUTORIDADES NACIONALES

Actor: LUIS RUEDA GÓMEZ
Decide la Sala la solicitud de prelación de trámite y de fallo, formulada por el señor Procurador General de la Nación.
1. Antecedentes 

El ciudadano LUIS RUEDA GÓMEZ actuando en nombre propio y ejercicio de la acción consagrada en el artículo 84 del Código Contencioso Administrativo, demandó la nulidad del Decreto 444 de 2006  (13 de diciembre), por el cual el Ministerio de la Protección Social “reglamenta la prestación de unos servicios de salud sexual y reproductiva”.

El 14 de mayo de 2009 se admitió la demanda y se negó la suspensión provisional solicitada, decisión última que fuere revocada mediante providencia  de 15 de octubre de 2009, en el sentido de decretar la suspensión del acto acusado.

Surtidas las notificaciones de ley, la apoderada del Ministerio de la Protección Social, solicitó declarar la nulidad de lo actuado a partir del auto de 14 de mayo de 2009, por cuanto a su juicio se configuró la causal de nulidad establecida en el numeral 8° del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil
, por no notificarse en forma personal la admisión de la demanda.

El  Despacho Sustanciador rechazó la solicitud de nulidad el 21 de octubre de 2011, por considerar que si bien, la admisión de la demanda no se notificó en forma personal a la accionada sino a través de anotación en estado de 21 de mayo de 2009, tal actuación fue subsanada por la apoderada del Ministerio de la Protección Social, al interponer la providencia de 15 de octubre de 2009 y no la del 14 de mayo anterior. 

Ejecutoriada la anterior providencia, sin que las partes la controvirtieran, el expediente retornó al Despacho el 5 de diciembre de 2011, para resolver una solicitud de reconocimiento de coadyuvancia presentada por el Hospital Universitario San Ignacio y, pendiente de decretarse las etapas probatorias y de alegatos de conclusión.

2. La solicitud de prelación

El 9 de diciembre de 2011, el Procurador General de la Nación, solicita dar prelación al proceso de la referencia, por  considerar que el acto cuestionado versa sobre una controversia de especial trascendencia social y de importancia jurídica en la medida que conlleva serias implicaciones sobre los derechos fundamentales a la vida, a la salud, a la libertad de conciencia, de asociación y a la libertad de empresa, así como sobre principios constitucionales y legales como el de legalidad, el democrático y el de participación.

Adicional a lo anterior, señala que en la actualidad existen serias dudas sobre los efectos de la suspensión provisional del acto acusado por parte de los distintos operadores jurídicos públicos y privados que se desenvuelven en el ámbito de la salud.

C O N S I D E R A C I O N E S :

El artículo 18 de la Ley 446 de 1998, establece los requisitos para determinar la prelación para dictar sentencia:

“Artículo 18. Orden para proferir sentencias. Es obligatorio para los Jueces dictar las sentencias exactamente en el mismo orden en que hayan pasado los expedientes al despacho para tal fin, sin que dicho orden pueda alterarse, salvo en los casos de sentencia anticipada o de prelación legal. Con todo, en los procesos de conocimiento de la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tal orden también podrá modificarse en atención a la naturaleza de los asuntos o a solicitud del agente del Ministerio Público, en atención a su importancia jurídica y trascendencia social.
 

La alteración del orden de que trata el inciso precedente constituirá falta disciplinaria. En estos casos, el Consejo Superior de la Judicatura o los Consejos Seccionales, en lo de su competencia, solicitarán al Juez o Ponente la explicación pertinente para efectos administrativos y disciplinarios. El Consejo Superior de la Judicatura o los Consejos Seccionales obrarán de oficio o a petición de quienes hayan resultado afectados por la alteración del orden.” 

Por su parte, el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009 (enero 22), que reformó la Ley 270 de 1996 Estatutaria de la Administración de Justicia, establece lo siguiente:

«ARTÍCULO 16. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el siguiente:

Artículo 63A. Del orden y prelación de turnos.  Cuando existan razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones de los derechos humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas, Secciones o Subsecciones del Consejo de Estado, la Sala Jurisdiccional del Consejo Superior de la Judicatura o la Corte Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser tramitados y fallados preferentemente. Dicha actuación también podrá ser solicitada por el Procurador General de la Nación.

Igualmente, las Salas o Secciones de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y del Consejo Superior de la Judicatura podrán determinar motivadamente los asuntos que por carecer de antecedentes jurisprudenciales, su solución sea de interés público o pueda tener repercusión colectiva, para que los respectivos procesos sean tramitados de manera preferente.

Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado o el Consejo Superior de la Judicatura, cuya resolución íntegra entrañe sólo la reiteración de jurisprudencia, podrán ser decididos anticipadamente sin sujeción al orden cronológico de turnos.

Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas o las Secciones del Consejo de Estado, la Corte Constitucional y el Consejo Superior de la Judicatura; las Salas de los Tribunales Superiores y de los Tribunales Contencioso-Administrativos de Distrito podrán determinar un orden de carácter temático para la elaboración y estudio preferente de los proyectos de sentencia; para el efecto, mediante acuerdo, fijarán periódicamente los temas bajo los cuales se agruparán los procesos y señalarán, mediante aviso, las fechas de las sesiones de la Sala en las que se asumirá el respectivo estudio.

PARÁGRAFO 1º.-  Lo dispuesto en el presente artículo en relación con la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se entenderá sin perjuicio de lo previsto por el artículo 18 de la Ley 446 de 1998». (Subrayas fuera de texto). 

Solicita el Procurador General de la Nación se considere la posibilidad de dar prelación en el trámite y decisión definitiva del presente proceso en razón a “que el mismo tiene serias implicaciones sobre derechos fundamentales como el derecho a la vida, el derecho a la salud, el derecho a la libertad de conciencia, el derecho de asociación y el derecho a la liberta de empresa, así como sobre principios constitucionales y legales igualmente relevantes como el principio de legalidad y el principio de (sic) democrático y de participación”.  
Las razones invocadas en la solicitud de prelación se subsumen en los supuestos establecidos en el artículo 16 de la Ley 1285 de 2009, como quiera que evidencien que la cuestión de legalidad sometida a consideración de la Sala es de importancia jurídica y trascendencia social.

Las anteriores razones constituyen motivo suficiente para que la Sala acceda a la solicitud de dar  prelación al trámite y al fallo dentro del presente proceso.

Así habrá de decidirse.

Por lo expuesto, la Sala 

R E S U E L V E :

ACCEDER a la solicitud de prelación del trámite y del fallo formulada por el Procurador General de la Nación. 

Ejecutoriado este proveído, regrese el expediente al Despacho para lo pertinente.

Cópiese, notifíquese y cúmplase  

La anterior providencia fue discutida y aprobada por la Sala en sesión celebrada  el 9 de febrero de 2012.

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ          MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO
                            Presidenta                                              

MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Este documento fue creado a partir del original obtenido en el Consejo de Estado. 
� Artículo 140. Causales de nulidad. El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos:


(…)


8. Cuando no se practica en legal forma la notificación al demandado o a su representante, o al apoderado de aquél o de éste, según el caso, del auto que admita la demanda o el mandamiento ejecutivo, o su corrección o adición.


	





